STJSL-S.J. – S.D. Nº  142 /14.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintinueve días de octubre de dos mil catorce, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrase en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia  en  los  autos: “PONCE, EDUARDO ELADIO y OTROS  c/ CARRIZO, JORGE RAÚL  y  OTROS  s/ DESALOJO s/ RECURSO DE CASACIÓN” -  IURIX Nº 176641/8.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Doctores, LILIA ANA NOVILLO, HORACIO G. ZAVALA  RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA  y  OSCAR EDUARDO GATICA.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior: ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A  LA  PRIMERA  CUESTION,  la  Dra. LILIA  ANA  NOVILLO Dijo: 1) Que a fs. 114,  la Sra. Gabriela Gigena  interpone recurso de casación contra la sentencia definitiva Nº 57, de fecha 19/11/2013, obrante a fs. 111/113vta., dictada por la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, que rechazó el recurso de apelación, interpuesto contra la sentencia definitiva de Primera instancia Nº 32, de fecha 04/04/2011, dictada por el Juzgado en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral, de igual circunscripción, con asiento en la ciudad de Concarán, y, en consecuencia, confirmó el decisorio identificado e impuso las costas a la vencida. 

Que de acuerdo a las constancias habidas en el sistema IURIX, y al proveído de fs. 117 y cargo de fs 117 in fine, los fundamentos recursivos fueron presentados vía IOL con fecha 10/12/13 a las 20:43 hs., escrito digital que tengo a la vista.

Que en los aludidos fundamentos el recurrente pretende el acceso a la vía casatoria invocando las causales contenidas en los incisos a) y b) del art. 287 del Código ritual, según ley Nº VI-0150-2004, de aplicación al presente en atención a la fecha de interposición del recurso 29/11/2013, en cuanto sostiene que la sentencia de cámara omite la interpretación y aplicación de las normas de los arts. 1879, 1884, 2505, 2524, 2601, 2602  y 2603 del Código Civil.

En esencia aduce, en primer lugar, que la sentencia que se pretende casar contiene error, al considerar que la apelación se encuentra circunscripta a los planteos o actuaciones de primera instancia. Afirmando en sentido contrario que la apelación de la sentencia es libre, y que por lo tanto en esa instancia pueden y deben plantearse todas las cuestiones atinentes, al derecho vigente de fondo, con prescindencia, y hasta, en contra del alegado por las partes, si este fuere impertinente. Por ello, prosigue, no existe límite ni restricción para agraviarse  la sentencia que omite considerar o aplicar erróneamente el derecho.

En ese sentido sostiene que,  la Cámara debió ponderar la falta de derecho de la parte actora para promover el proceso; en virtud de que el instrumento que presentaron los actores no los legitima para promover juicio de desalojo, pues no tienen mandato de representación en juicio y el que presentaron para vender no les otorga la legitimación, para actuar en sede judicial, reclamando el desalojo del inmueble.

Transcribe los artículos 1879 y 1884 del Código Civil.

En segundo lugar afirma que, no se encuentra acreditado en autos que la persona que otorgó el mandato sea propietario del inmueble, pues la escritura que obra a fs. 3/5 resulta insuficiente para ello.

Transcribe disposiciones contenidas en los artículos 2505, 2524, 2601, 2602 y 2603 del código común.

En tercer lugar, esgrime que de acuerdo al instrumento acompañado por los actores, existe sobre el inmueble, un derecho de usufructo que no corresponde al mandante de los actores, por lo que la Juez dictó una medida para mejor proveer, en la que requirió se acreditara la cancelación del usufructo, lo que, afirma, los actores no cumplieron, habiéndose limitado a sostener que los titulares del usufructo otorgaron poder a favor de su poderdante para la cancelación del usufructo, lo que implica renuncia al mismo.

Acto seguido argumenta que “…es incomprensible que la Juez a quo haya admitido tal explicación porque el poder que autoriza a cancelar el usufructo no implica bajo ningún concepto la renuncia al mismo, y menos aún su cancelación”.

En cuarto lugar, manifiesta que de los términos de la demanda y de los propios dichos de los actores, se infiere que no invocan un derecho sobre la propiedad, sino que sólo persiguen la venta del inmueble para satisfacer con el producido de aquella, un crédito del que son acreedores, lo que también determina que no se encuentran legitimados para promover la acción de desalojo.- 

2) Que ordenado y corrido el traslado de ley, la actora contesta a fs. 119/119 y vta., solicitando se rechace el recurso de casación, con costas a la demandada.

3) Que a fs. 124/125vta. se pronuncia el Sr. Procurador General, dictaminado la improcedencia del recurso de casación, por los motivos que expone y que en razón de brevedad tengo por reproducidos.

4) Que ante todo corresponde evaluar la concurrencia de los recaudos de admisibilidad del recurso, esto es, la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la confluencia de los requisitos exigidos por la ley, para provocar el juicio de casación. 

En este sentido se advierte que el recurso ha sido interpuesto y fundado temporáneamente, en atención a constancia de notificación de la sentencia cuestionada de fs. 112 (26/11/2013), de interposición del recurso de casación de fs. 114 y vta. (29/11/2013) y de fundamentación del mismo, cfr. cargo de fs 117 in fine (10/12/2013).

Sin embargo, no se ha cumplido con lo preceptuado, en la primera parte del artículo 290 del CPC y C, en cuanto dispone que: “Al interponerse el recurso deberá acompañar el recurrente boleta de depósito por ante el Agente Financiero del Estado o el Banco que indique el Superior Tribunal por un importe equivalente al treinta por ciento de un sueldo de un Jefe de Despacho a la orden del Superior Tribunal…”; sin que se verifique en la persona del recurrente la calidad exigida para hacer operativa la excepción prevista en la última parte del art. 290, que para mayor ilustración transcribo “…Queda eximido del depósito el empleado o trabajador quien no deberá efectivizar el depósito establecido en el presente artículo.”

Tal circunstancia sella la suerte del recurso intentado pues como, ya ha dicho el Superior Tribunal, “…es criterio de este Tribunal que, al revestir el recurso de casación carácter extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo, su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones legales que lo reglan, siendo el depósito un requisito de admisibilidad, que debe cumplirse cabal y estrictamente en su total magnitud…” (Cfr. STJSL-S.J., 22/05/2014 – S.D N° 056 /14 WATANABE, GUILLERMO c/ URQUIZA GUSTAVO y OTRA – DAÑOS y PERJUICIOS - RECURSO DE CASACIÓN, Expte. Nº 2-W-13 -IURIX Nº 121984/7 - STJSL – 24/02/2009, Nº 2/09 RODRIGUEZ ANTONIO c/ COSELAVA S.A. y/u OTRO – DEM. LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN, Expte. N° 15-R-08), entre muchos otros pronunciamientos.-

En atención a que,  la carencia del efectivo pago y acreditación del depósito exigido por el código de rito, que rige las presentes actuaciones, en virtud de la fecha de interposición (Ley VI-0150-2004) es dirimente, es decir, por sí solo suficiente para enervar su procedencia, el análisis del resto de los requisitos de admisibilidad y de las demás cuestiones propuestas a estudio deviene abstracto y dispendioso.-

En consecuencia, corresponde declarar formalmente inadmisible el medio recursivo en estudio, por incumplimiento de la recurrente de lo imperado por el artículo 290 del C.P.C y C. (Cfr. Ley VI-0150-2004).-

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la NEGATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA, y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO, votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA  CUESTION  la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no cabe su tratamiento.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA, y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO, votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Corresponde rechazar el Recurso de Casación planteado.- ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA, y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO, votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Costas a la recurrente, art. 68 CPCC. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, OMAR ESTEBAN URIA, y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO, votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

                                                                                              ///…

///…
San Luis, octubre veintinueve de dos mil catorce.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de Casación planteado.-
II)  Costas a la recurrente (art. 68 CPC y C.)
REGISTRESE y NOTIFIQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URIA, LILIA ANA NOVILLO  y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico
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